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Señor 
JUEZ TREINTA Y CINCO (35) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 
BOGOTÁ, D.C.  
Ciudad 
 
REF:    REPARACIÓN DIRECTA DE MARISOL GONZÁLEZ 

FORERO Y OTROS CONTRA ALCALDÍA MAYOR DE 
BOGOTÁ – SECRETARÍA DE MOVILIDAD Y OTROS 

 
RAD:    2018 – 00229  
 
ASUNTO:   CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA Y DEL LLAMAMIENTO 

EN GARANTÍA  
 
JUAN CAMILO NEIRA PINEDA, mayor de edad, domiciliado en Bogotá, 
D.C., donde me expidieron la cédula de ciudadanía número 80.166.244, 
abogado con tarjeta profesional número 168.020, expedida por el Consejo 
Superior de la Judicatura, obrando como apoderado judicial de SEGUROS 
COMERCIALES BOLÍVAR S.A., en virtud del poder y el certificado que se 
adjuntan con este escrito, me dirijo a usted con el fin de presentar 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA Y DEL LLAMAMIENTO EN 
GARANTÍA, en los siguientes términos:  
 
 

I. MANIFESTACIÓN PRELIMINAR  
 

Revisados los hechos de la demanda, se extrae que mediante la misma 
familiares del señor Harwin Jhampool Martínez González pretenden que se 
declare responsables a TRANSMILENIO S.A., CIUDAD MÓVIL S.A.S. y 
la ALCALDÍA DE BOGOTÁ por el accidente ocurrido el día 07 de mayo de 
2016, por el cual se produjo el deceso del señor Martínez González.  
 
No puede perderse de vista que mi mandante, SEGUROS COMERCIALES 
BOLÍVAR S.A., es vinculada al presente proceso en virtud del llamamiento 
en garantía que realizó únicamente CIUDAD MÓVIL S.A.S., con ocasión 
de la póliza No. 1000-4878782-09. En la demanda principal no se incluyó 
como demandada a mi poderdante.  
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Ahora bien, una vez analizado el material probatorio aportado por las partes, 
se observa que el día 07 de mayo de 2016, el vehículo de placas VEI – 967 
se encontraba realizando la ruta de movilidad en la calzada exclusiva de 
TransMilenio sobre la avenida caracas con calle 19, cumpliendo con toda la 
normatividad de tránsito. De repente, el peatón Harwin Jhampool Martínez 
González de forma intempestiva intentó cruzar la vía sin tener precaución 
alguna y sin hacer uso de la cebra destinada para peatones, impactando la 
parte delantera del vehículo asegurado. 
 
Lo anterior basta para concluir que la causa adecuada de la muerte del 
señor Harwin Jhampool Martínez González no es otra que su propio actuar 
negligente, al atravesar la vía sin hacer uso del paso peatonal que estaba a 
escasos metros de distancia y sin tomar ninguna precaución para 
salvaguardar su integridad física. Por lo tanto, al ser la causa adecuada de la 
muerte el hecho de la propia víctima, queda demostrada la ruptura del nexo 
de causalidad frente a CIUDAD MÓVIL S.A.S., y al no haber nexo de 
causalidad, no puede concretarse responsabilidad extracontractual frente a 
esta sociedad, no habiendo tampoco siniestro frente a mi mandante.  
 
Señor Juez, lo señalado no es una interpretación de este abogado. Eso lo 
demuestran todas las pruebas del proceso, lo reconoce el Informe Policial de 
Accidente de Tránsito, así como el Informe de Reconstrucción de Accidente. 
Es claro que CIUDAD MÓVIL S.A.S. no produjo la muerte del señor 
Harwin Jhampool Martínez González en términos causales. Por ende, no 
puede concretarse la responsabilidad civil frente a ella por ausencia de uno 
de sus elementos: relación de causalidad.  
 
 

II. FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA  
 

1.- No es cierto. El bus articulado de placas VEI – 967 no arrolló a ningún 
peatón.. Por el contrario, fue el actuar imprudente de la víctima el que 
ocasionó su lamentable fallecimiento. Ello consta en el Informe Policial de 
Accidentes de Tránsito, donde se codificó al peatón por haber cruzado sin 
observar y sin utilizar el paso peatonal.  
 
Aunado a la hipótesis incluida en el Informe de Accidente de Tránsito, el 
croquis elaborado con base en los hechos acaecidos, da cuenta con absoluta 
claridad que la causa adecuada del presunto daño acaecido es imputable a 
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la propia víctima dada su actuación imprudente. Ello, pues pudiendo 
transitar por el paso peatonal, decidió asumir el riesgo de desplazarse por la 
vía expresamente prohibida para peatones.    
 
2.- No me consta. Teniendo en cuenta que lo planteado en ese hecho 
corresponde a circunstancias ajenas a mi representada, no me es posible 
realizar apreciación alguna al respecto. Por ende, me atengo a lo que se 
acredite en el proceso. 
 
3.- No me consta, toda vez que constituye un hecho totalmente ajeno a mi 
poderdante. Por lo anterior, me atengo a lo demostrado en el proceso. 
 
4.- No me consta por tratarse de un hecho completamente ajeno a mi 
mandante. Por lo anterior, me atengo a lo que se pruebe en el proceso. 
 
5.- Lo contesto en la misma forma que el hecho inmediatamente anterior.  
 
6.- Lo respondo en la misma forma que el hecho No. 4  
 
7.- No me consta. Teniendo en cuenta que lo planteado en ese hecho 
corresponde a circunstancias ajenas a mi representada, no me es posible 
realizar apreciación alguna al respecto. Por ende, me atengo a lo que se 
acredite en el proceso. 
 

 
III. FRENTE A LOS HECHOS DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 

 
1.- No es cierto. SEGUROS COMERCIALES BOLÍVAR S.A. suscribió con 
CIUDAD MÓVIL S.A.S. un seguro de automóviles que cuenta con un 
amparo de responsabilidad civil. 
 
2.- Lo contesto en los mismos términos que al hecho anterior.  
 
3.- Lo contesto en los mismos términos que al hecho No. 1. 
 
4.- No es cierto. A pesar de la existencia de la póliza No. 1000-4878782-09 
expedida por mi mandante, debe recalcarse que dicho seguro no puede 
afectarse, entre otras, por no presentarse responsabilidad del asegurado en 
el proceso que nos ocupa.  
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5.- No es cierto. En el remoto evento en que CIUDAD MÓVIL S.A.S. sea 
condenada en el presente proceso, mi mandante no debe pagar la 
indemnización solicitada por los demandantes, por no existir un siniestro en 
los términos del artículo 1072 del Código de Comercio.  
 
 

IV. FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 

Solicito respetuosamente al Despacho DENEGAR la totalidad de las 
pretensiones elevadas en la demanda principal, por cuanto carecen de todo 
respaldo. Por ende, dichas pretensiones deberán ser rechazadas en la 
sentencia con que se ponga fin al proceso, por no configurarse 
responsabilidad alguna en cabeza de los demandados.  
 
 

V. FRENTE A LAS PRETENSIONES DEL LLAMAMIENTO EN 
GARANTÍA 

 
Solicito respetuosamente al Despacho DENEGAR la totalidad de las 
pretensiones elevadas en el llamamiento en garantía, por cuanto carecen de 
todo fundamento. Por ende, dichas pretensiones deberán ser rechazadas en 
la sentencia con que se ponga fin al proceso, por las razones que 
fundamentan las excepciones. Particularmente, debe tenerse en cuenta que 
no existe siniestro, por cuanto no se realizó el riesgo asegurado.    
 
 

VI. EXCEPCIONES DE MÉRITO FRENTE A LA DEMANDA 
 
Propongo expresamente las siguientes excepciones de mérito, sin perjuicio 
de que este Despacho, en cumplimiento de la obligación prevista en el 
artículo 282 del Código General del Proceso, declare las excepciones de 
mérito cuya prueba encuentre en el expediente: 
 
1.- RUPTURA DEL NEXO CAUSAL – HECHO EXCLUSIVO DE LA 
VÍCTIMA  
 
Tanto la doctrina como la jurisprudencia han sido reiterativas en el sentido 
de indicar que los elementos de la responsabilidad son el daño, la culpa y el 
nexo de causalidad entre la culpa y el daño. En este orden de ideas, si falta 
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uno, no puede el Despacho declarar probada la responsabilidad del 
demandado por cuanto no existiría responsabilidad.  
 
Tradicionalmente se ha establecido que la causa extraña exonera de 
responsabilidad a quien aparece como presunto responsable, dado que el 
daño producido debe considerarse como causa de un fenómeno exterior a la 
actividad del agente.  
 
Como clases de causa extraña la jurisprudencia ha entendido la fuerza 
mayor o caso fortuito, hecho exclusivo de un tercero y el hecho exclusivo de 
la víctima. Pues bien, el hecho de la víctima, como clase de causa 
extraña, se ha definido como un comportamiento activo del 
perjudicado en la realización del fenómeno1, siendo causa eficiente 
en la producción del resultado o daño.  
 
Por su parte, el Consejo de Estado2 se ha pronunciado al respecto de la 
siguiente manera:  

 
“Las tradicionalmente denominadas causales eximentes de 
responsabilidad -fuerza mayor, caso fortuito, hecho 
exclusivo y determinante de un tercero o de la víctima- 
constituyen diversos eventos que dan lugar a que devenga 
imposible imputar, desde el punto de vista jurídico, la 
responsabilidad por los daños cuya causación da lugar a la 
iniciación del litigio, a la persona o entidad que obra como 
demandada dentro del mismo. En relación con todas ellas, 
tres son los elementos cuya concurrencia tradicionalmente 
se ha señalado como necesaria para que sea procedente 
admitir su configuración: (i) su irresistibilidad; (ii) su 
imprevisibilidad y (iii) su exterioridad respecto del 
demandado.”  
 

Inclusive en el año 2011 el Consejo de Estado3 dio un viraje en los requisitos 
para configurar el hecho exclusivo de la víctima y afirmó:  
 

“(…) no se requiere, para configurar la culpa exclusiva de la 
víctima, que el presunto responsable acredite que la 

                                            
1 Javier Tamayo Jaramillo, Tratado de Responsabilidad Civil, Tomo II, Legis, 2010, p. 60 
2 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia proferida el 11 de febrero de 2009, Exp. 17.145. 
3 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 13 de abril del 2011, Subsección B, Expediente 
20.441 
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conducta de aquélla fue imprevisible e irresistible, sino que 
lo relevante es acreditar que el comportamiento de la 
persona lesionada o afectada fue decisivo, determinante y 
exclusivo” 

 
Como puede apreciarse de la doctrina y jurisprudencia transcrita, resulta 
claro que el hecho de la víctima para que tenga alcances exoneratorios de 
responsabilidad, debe ser un comportamiento activo, decisivo, determinante 
y exclusivo del perjudicado en la producción del daño.   
 
En el caso que nos ocupa, se encuentra probado que el 07 de mayo de 
2016, el señor Harwin Jhampool Martínez González actuó de forma 
absolutamente imprudente al transitar en la Calle 19 con Avenida Caracas, 
irrumpiendo en el camino del vehículo automotor de placas VEI –967, el cual 
era conducido por el señor Luis Fernando Ochoa.  
 
En efecto, como podrá notar fácilmente el Señor Juez, en el Informe Policial 
de Accidente de Tránsito aportado por la parte demandante, el agente de 
tránsito codificó como hipótesis del accidente el actuar negligente del señor 
Harwin Jhampool Martínez González. En el mencionado informe se consigna 
que, al intentar cruzar la vía, el peatón no transitó sobre la cebra  a pesar de 
contar con un paso peatonal a pocos metros de distancia. Además, al 
transitar por una vía prohibida para peatones, no tuvo precaución alguna, lo 
que causó que impactara la parte delantera del vehículo asegurado. 
 
El conductor del tracto camión, en cambio, transitaba en cumplimiento de 
toda la normatividad de tránsito, especialmente la consagrada en el Código 
Nacional de Tránsito. Tanto así que en el Informe Policial no se le atribuyó 
ninguna hipótesis de causalidad del accidente. Fue el peatón el que 
intempestivamente se atravesó en el camino del bus de placas VEI –967, no 
pudiendo el señor conductor Luis Fernando Ochoa realizar una maniobra 
que impidiera la colisión, por la imprudencia e intempestividad del peatón.   
 
A las mismas conclusiones se llega en el Informe de Reconstrucción de 
Accidente elaborado por la reconocida firma CESVI, que se aporta con este 
escrito. En efecto, el mencionado informe técnico señala sin dubitación 
alguna que LA CAUSA DEL ACCIDENTE DE TRÁNSITO FUE LA 
CONDUCTA IMPRUDENTE DEL PEATÓN, al atravesar a paso apurado en 
una zona prohibida para el cruce peatonal y sin tomar ninguna precaución.  
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Además, menciona el informe que el conductor del vehículo automotor de 
placas VEI –967, a pesar de ir conduciendo a una velocidad permitida, no 
pudo realizar una maniobra para impedir el accidente. De acuerdo con las 
pruebas de orden técnico, entre el cruce del peatón y la colisión 
transcurrió apenas 1.2 segundos, por lo que era físicamente 
imposible que el conductor del bus articulado pudiera haber 
frenado para evitar el accidente. 
 
Dentro del mencionado Informe de Reconstrucción de Accidente se 
establecen las siguientes conclusiones, todas ellas resultado del análisis 
técnico objetivo de los hechos:  
 

1. La causa del accidente es el cruce transversal de la vía 
por parte del peatón en una zona no autorizada y sin 
evidenciar que tomar las precauciones del caso para no poner 
en riesgo su integridad física. 

 
2. El buen estado de la vía y condición climática normal indican 

que al transeúnte le era viable transitar por el paso 
peatonal a nivel presente a una distancia de 26m del lugar 
donde se ubicó en posición final la zona anterior del bus. 

 
3. Dado el tiempo de percepción reacción y la distancia entre los 

involucrados momentos previos al hecho, se concluye que al 
conductor del bus no le era posible evitar el impacto con 
el transeúnte. 

 
4. Del análisis físico se obtiene como primera aproximación que al 

momento del impacto el bus transitaba a una velocidad del 
orden de los 20km/h. 

 
5. El disco del tacógrafo indica que entre las 2:30pm y 2:35pm, el 

bus transitó a una velocidad comprendida entre los 40km/h y 
50km/h, siendo este intervalo inferior a la velocidad máxima 
permitida en la zona acorde a lo establecido en el Código 
Nacional de Tránsito Terrestre (60km/h) 

 
6. Considerando los tiempos de percepción reacción y la velocidad 

de tránsito del peatón a paso apurado, se establece que 
transcurrió un tiempo del orden de los 1.2s entre el 
ingreso del peatón a la calzada de uso exclusivo de 
transmilenio y el impacto, lo cual indica que al conductor 
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del bus no le era posible detener el vehículo ante la 
ingreso del patón a su ruta de circulación.” (Subrayas y 
negrilla fuera del texto original).  

 
Todo lo expuesto permite concluir que en este caso ha operado la culpa 
exclusiva de la víctima. El señor Harwin Jhampool Martínez González 
desplegó un comportamiento ACTIVO y DETERMINANTE del daño, 
totalmente irresistible, imprevisible y exterior para los demandados, 
lo cual conllevó las lesiones sufridas. Esto significa que LA CAUSA 
EFICIENTE Y EXCLUSIVA DEL DAÑO ES LA CONDUCTA 
IMPRUDENTE, DECISIVA Y DETERMINANTE ADOPTADA POR LA 
MISMA VÍCTIMA. 
 
En otros términos, la causa adecuada de la muerte del señor Harwin 
Jhampool Martínez González no es otra que su propio actuar negligente, al 
atravesar la vía sin hacer uso del paso peatonal que estaba a escasos 
metros de distancia, y sin tomar ninguna precaución para salvaguardar su 
integridad física. Por lo tanto, al ser la causa adecuada de la muerte el 
hecho de la propia víctima, queda demostrada la ruptura del nexo de 
causalidad frente a CIUDAD MÓVIL S.A.S., y al no haber nexo de 
causalidad, no puede concretarse responsabilidad extracontractual frente a 
esta sociedad, no habiendo tampoco siniestro frente a mi mandante.  
 
Señor Juez, lo señalado en el párrafo anterior no es una interpretación de 
este abogado. Eso lo demuestran todas las pruebas del proceso, lo reconoce 
el Informe Policial de Accidente de Tránsito, así como el Informe de 
Reconstrucción de Accidente. Es claro que CIUDAD MÓVIL S.A.S. no 
produjo la muerte del señor Harwin Jhampool Martínez González en 
términos causales. Por ende, no puede concretarse la responsabilidad civil 
frente a ella por ausencia de uno de sus elementos: relación de causalidad.  
 
En consideración de lo expuesto, le solicito respetuosamente al Despacho 
que declare la culpa exclusiva de la víctima en la producción del daño y, por 
tanto, exonere de responsabilidad a las demandadas.  
 
2.- ASUNCIÓN DEL RIESGO  

 
Involucrarse voluntariamente en una actividad (lícita) cuyos riesgos se 
conocen implica la aceptación o asunción de dichos riesgos. En ese sentido, 
si los riesgos llegan a materializarse, ello significará tanto como haber 
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renunciado a exigir de otro la reparación de perjuicios. Tal idea se 
corresponde con la máxima romana "volenti non fit iniuria", por la que se 
entiende que si alguien voluntaria y conscientemente se pone en una 
posición que pueda ocasionarle daño, no puede luego dirigir reclamación 
contra ninguno4. 
 
Entre nosotros, el concepto ha sido acuñado por la jurisprudencia bajo el 
título de "asunción de riesgos", por el cual se dan por aceptados o asumidos 
los riesgos propios o inherentes de una actividad. En el common law, por su 
parte, el adagio en cuestión ("volenti non fit iniuria") constituye una 
excepción exonerativa de responsabilidad del deudor o demandado. Esto, 
siempre y cuando se logre demostrar que quien se dice acreedor era 
consciente de los riesgos (tanto de su tipo como de su nivel) y que 
voluntaria y libremente los asumió, ya sea en forma expresa (por medio de 
una declaración) o tácita (a través de una conducta concluyente).  
 
Al respecto, la Corte Suprema de Justicia ha hecho las siguientes 
consideraciones: 
 

“El principio fundamental en que se basa la culpabilidad de la 
víctima está expresado en esta fórmula: volenti non fit iniuria, 
respecto del cual observa Lalou que si la víctima por consentimiento 
ha aceptado un riesgo, no puede luego quejarse del perjuicio que le 
resulte de esa aceptación. Por su parte Savatier observa a su turno 
que TODO HOMBRE EN POSESIÓN DE SUS FACULTADES SE 
CONSIDERA QUE CONOCE SUS DEBERES MORALES Y 
LEGALES Y SI VIOLA UNO DE ELLOS NO PUEDE 
PRETENDERSE EXENTO DE CULPA ALEGANDO IGNORABA 
TAL PRINCIPIO. Por esto el art. 2357 del C.C., a tono con la 
doctrina y la jurisprudencia contemporáneas, se refiere no solo a 
quien voluntariamente acepta un riesgo, sino a quien se expuso a él 
imprudentemente”5  (Subrayas y negrilla fuera del texto original). 

 

                                            
4 PASQUALE SANTORO, A gamba tesa su De Coubertin: dall'illecito sportivo alla responsabilità civile, en Danno e 
responsabilità, 3/2008, 329 (20), nos explica que: "Los jurisconsultos romanos excluían la ilicitud del hecho dañoso en el 
ámbito del deporte, aduciendo como causa de justificación el consentimiento del titular del derecho: 'nulla iniuria est, 
quae in volentem fiat' (Ulpiano, Libro VII ad edictum; en D. 9.2.7.4). Además, excluían la ilicitud de las consecuencias 
que se siguen a la práctica de deportes violentos (como la lucha y el boxeo) porque estos están motivados por la gloria y el 
valor: quia gloriae et virtutis...videtur damnum datum (Ulpiano, Libro XVIII ad edictum, en D. 9.2.7.4)". Ver también D. 
9.2.9.4; D. 9.2.11.pr.; D. 9.2.28.1; D. 9.2.31; D. 9.52.1., en: Comentario a la ponencia (sobre el adagio “Volenti non fit 
iniuria”) de PIERRE WESSNER Y MANON SIMEONI,  L'acceptation du risque en responsabilité civile: un concept à 
géométrie variable dans la pratique de sports, presentada durante las Jornadas de la Asociación Henri Capitant "Los 
grandes adagios de la tradición civilista", Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 17-19 de Septiembre de 2012. 
5 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 22 de junio de 1948, G.J. T. LXIV, p. 472. 
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El conocimiento anticipado que se tiene sobre los riesgos propios de una 
actividad riesgosa permite inferir que, cada vez que en forma voluntaria un 
individuo se expone al riesgo o de manera imprudente se expone a él, está 
aceptando la posibilidad de que un daño pueda causársele como 
consecuencia de su normal desenvolvimiento.  
 
En el caso que nos ocupa, se encuentra probado que el 07 de mayo de 
2016, el señor Harwin Jhampool Martínez González actuó de forma 
absolutamente imprudente al transitar en la Calle 19 con Avenida Caracas, 
irrumpiendo en el camino del vehículo automotor de placas VEI –967, el cual 
era conducido por el señor Luis Fernando Ochoa.  
 
En efecto, como podrá notar fácilmente el Señor Juez, en el Informe Policial 
de Accidente de Tránsito aportado por la parte demandante, el agente de 
tránsito codificó como hipótesis del accidente el actuar negligente del señor 
Harwin Jhampool Martínez González. En el mencionado informe se consigna 
que, al intentar cruzar la vía, el peatón no transitó sobre la cebra  a pesar de 
contar con un paso peatonal a pocos metros de distancia. Además, al 
transitar por una vía prohibida para peatones, no tuvo precaución alguna, lo 
que causó que impactara la parte delantera del vehículo asegurado. 
 
El conductor del tracto camión, en cambio, transitaba en cumplimiento de 
toda la normatividad de tránsito, especialmente la consagrada en el Código 
Nacional de Tránsito. Tanto así que en el Informe Policial no se le atribuyó 
ninguna hipótesis de causalidad del accidente. Fue el peatón el que 
intempestivamente se atravesó en el camino del bus de placas VEI –967, no 
pudiendo el señor conductor Luis Fernando Ochoa realizar una maniobra 
que impidiera la colisión, por la imprudencia e intempestividad del peatón.   
 
A las mismas conclusiones se llega en el Informe de Reconstrucción de 
Accidente elaborado por la reconocida firma CESVI, que se aporta con este 
escrito. En efecto, el mencionado informe técnico señala sin dubitación 
alguna que LA CAUSA DEL ACCIDENTE DE TRÁNSITO FUE LA 
CONDUCTA IMPRUDENTE DEL PEATÓN, al atravesar a paso apurado en 
una zona prohibida para el cruce peatonal y sin tomar ninguna precaución.  
 
Además, menciona el informe que el conductor del vehículo automotor de 
placas VEI –967, a pesar de ir conduciendo a una velocidad permitida, no 
pudo realizar una maniobra para impedir el accidente. De acuerdo con las 
pruebas de orden técnico, entre el cruce del peatón y la colisión 
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transcurrió apenas 1.2 segundos, por lo que era físicamente 
imposible que el conductor del bus articulado pudiera haber 
frenado para evitar el accidente. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, puede afirmarse sin dubitación que la 
máxima "volenti non fit iniuria" o "teoría de la asunción de riesgos" aplica al 
daño presuntamente sufrido por los demandantes. Esto se debe a que es 
claro que Harwin Jhampool Martínez González, como cualquier persona 
racional, sabía perfectamente que al desconocer las normas del Código 
Nacional de Tránsito y actuar de manera imprudente se exponía al riesgo de 
que ocurriera un accidente que le generara la muerte. Por lo tanto, asumió 
el riesgo al que se sometía y, en esa medida, sus familiares no tienen 
derecho a exigir indemnización alguna a las demandadas.  
 
Así las cosas, la exoneración de responsabilidad de mi mandante por la 
innegable asunción de riesgos es evidente. Sobra decir que las obligaciones 
impuestas a los peatones en virtud del Código Nacional de Tránsito existen, 
precisamente, para advertir a las personas que su incumplimiento puede 
generar accidentes de tránsito. Harwin Jhampool Martínez González, al 
decidir deliberadamente incumplirlas, asumió el riesgo de que se pudiera 
concretar un daño, esto es, de que las lesiones pudieran producirse.  
 
En consideración de lo expuesto, respetuosamente le solicito al Señor Juez 
que valore las conductas que, con absoluta libertad y entendimiento, 
voluntariamente, asumió y realizó la víctima, lo que impide jurídicamente 
que sus familiares reclamen una indemnización de perjuicios.  
 
3.- AUSENCIA DE PERJUICIOS MATERIALES – LUCRO CESANTE   
 
No puede olvidar el juzgador que en nuestro ordenamiento jurídico es 
ineludible que quien pretenda la declaración de responsabilidad en cabeza 
de otro demuestre la existencia de un daño. Esto quiere decir que el daño es 
el primer peldaño en el análisis que deberá realizar el juzgador en los juicios 
de responsabilidad. De no encontrarse probado este, ninguna razón tendrá 
el juez para continuar la evaluación de los elementos de prueba.  
 
Lo anterior ha sido claramente expuesto por la jurisprudencia nacional, así: 
  

“DE SUYO, QUE SI EL DAÑO ES UNO DE LOS 
ELEMENTOS ESTRUCTURALES DE LA 
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RESPONSABILIDAD CIVIL, TANTO CONTRACTUAL 
COMO EXTRACONTRACTUAL, SU PLENA 
DEMOSTRACIÓN RECAE EN QUIEN DEMANDA, salvo 
las excepciones legal o convencionalmente establecidas, lo 
que traduce que, por regla general, EL ACTOR en asuntos 
de tal linaje, ESTÁ OBLIGADO A ACREDITARLO, 
CUALQUIERA SEA SU MODALIDAD6.” (Subrayas y negrilla 
fuera del texto original). 

  
Ahora bien, la prueba del daño no consiste en infundadas menciones, sino 
que es indispensable que se demuestre tanto la existencia del 
perjuicio, como su cuantía. Para que el daño o perjuicio –entendiéndolos 
como sinónimos- sea indemnizado tiene que ser cierto. En palabras de la 
doctrina:  
  

“Para que el perjuicio pueda calificarse de tal, debe ser 
personal y cierto. (…) Que el perjuicio sea sufrido por la 
persona que solicita reparación es un principio elemental 
del derecho de la responsabilidad. (…) la existencia del 
perjuicio es la singularidad de su certeza7” (Subraya y 
negrilla fuera del texto original). 

 
Sobre la necesidad de certeza, Jorge Peirano Facio en su tratado sobre la 
responsabilidad civil extracontractual señala que:  

 
“perjuicio cierto aquél que es real y efectivo, y no meramente 
hipotético y eventual (…) daño eventual equivale, entonces, al daño 
que no es cierto; o sea, el daño meramente fundado en 
suposiciones o conjeturas (…). En nuestro derecho, pues, el daño 
eventual no puede considerarse daño a los efectos de la 
responsabilidad extracontractual. Esta solución, por otra parte, es 
también firme en la jurisprudencia y en la doctrina extranjeras.” 

 
A manera de conclusión, solo puede ser objeto de condena a 
resarcimiento el daño que se acredite como cierto en el proceso. 
Ese daño cierto, según el testimonio unánime de doctrina y jurisprudencia, 
es el que es real y efectivo y no meramente eventual o hipotético. 
                                            
6 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia de 18 de diciembre de 2008, expediente nº 
2005-00031-01 
7 HENAO. Juan Carlos. “El Daño. Análisis comparativo de la responsabilidad extracontractual del Estado en 
derecho colombiano y francés”. Universidad Externado de Colombia. Bogotá. 2007. Págs. 85 y sgtes. 
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Particularmente, frente al lucro cesante, el Consejo de Estado afirmó en 
reciente sentencia de unificación que deben abandonarse las 
presunciones que con anterioridad se han utilizado para establecer 
que, siempre que una persona se encuentre en EDAD productiva, se 
presume que desempeñaba una actividad productiva, pues ello 
podría conducir a indemnizar un perjuicio INEXISTENTE. En palabras 
del Consejo de Estado:  
 

“Aplicada así la “presunción” acabada de mencionar, lo que se 
debía identificar no era si el afectado desempeñaba una “actividad 
productiva” al tiempo de la detención, sino si se encontraba para 
entonces en una edad “productiva” –entendida como tal aquella en 
que se alcanza la mayoría de edad y que se mantiene mientras no 
sobrevenga una incapacidad laboral o cognitiva-, para liquidar el 
perjuicio material conforme al valor del salario mínimo; pero, 
entendida así la regla de experiencia, como fundamento de la regla 
de la jurisprudencia, se puede incurrir –a no dudarlo- en el 
desatino de indemnizar un perjuicio inexistente,  incierto o 
eventual, lo cual sucede –por ejemplo- si el afectado, pese a 
encontrarse en una “edad productiva”, es improductivo, 
porque por un acto volitivo decide no trabajar y depender 
de los ingresos que le proporcionan otros, evento en el cual 
no hay un perjuicio material cierto e indemnizable. (…)8 

 
De acuerdo con lo anterior, en la misma decisión el Consejo de Estado 
consideró que, para indemnizar el lucro cesante, este debe encontrarse 
plenamente acreditado en el proceso. El tenor literal de la sentencia de 
unificación es el siguiente:  
 

(…) a juicio de la Sala, resulta mejor, con miras a un adecuado 
ejercicio de la labor de impartir justicia, soslayar el uso de 
presunciones de orden jurisprudencial que lleven a reconocer de 
oficio perjuicios de este tipo, pues evitarlas y, por tanto, decidir 
con sustento en hechos o supuestos efectivamente 
probados garantiza de manera efectiva y eficaz el principio 
de congruencia de las sentencias y mantiene incólumes el 
principio de justicia rogada y el principio dispositivo9, los 

                                            
8 Consejo de Estado. Sala Plena. Sentencia del 18 de julio de 2019. Rad. 44572. C.P. Carlos Alberto 
Zambrano Barrera. 
9 El principio dispositivo ha sido definido por la doctrina como “La facultad exclusiva del individuo de reclamar la tutela 
jurídica del Estado para su derecho, y en la facultad concurrente del individuo con el órgano jurisdiccional, de aportar 
elementos formativos del proceso y determinarlo a darle fin. O como dice COUTURE: ‘es el principio procesal que asigna 
a las partes y no a los órganos de la jurisdicción la iniciativa, el ejercicio y el poder de renunciar a los actos del proceso’. 
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cuales orientan la actividad y las decisiones de la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo. (…) 
 
Todo daño y perjuicio que el demandante pida que se le 
indemnice por concepto de lucro cesante debe ser objeto 
de prueba suficiente que lo acredite o, de lo contrario, no puede 
haber reconocimiento alguno (artículos 177 del C. de P. C. y 167 
del C.G.P.10).” 

 
En definitiva, el Consejo de Estado advirtió que la utilización de 
presunciones alrededor del lucro cesante debían abandonarse, toda vez que 
podrían conducir a la indemnización de un perjuicio eventual. En cambio, el 
Juez debe apoyarse en los distintos medios de prueba arribados al proceso 
para tomar una determinación frente al lucro cesante, lo cual garantiza de 
forma efectiva el principio de congruencia de las sentencias, el principio de 
justicia rogada y el principio dispositivo.  
 
Descendiendo al caso concreto, la parte demandante pretende que se 
condene a las demandadas a pagar las siguientes suma de dinero como 
consecuencia de supuestos perjuicios inmateriales:  
 

• DIECIOCHO MILLONES TRESCIENTOS TREINTA Y OCHO MIL 
SETECIENTOS SETENTA Y UN PESOS CON QUINCE CENTAVOS M/CTE 
($18.338.771,15) a título de lucro cesante consolidado. 

• SIETE MILLONES CIENTO TREINTA Y UN MIL OCHOCIENTOS 
CUARENTA Y CUATRO PESOS CON SESENTA Y SIETE CENTAVOS 
M/CTE ($7.131.844,67) a título de lucro cesante futuro.  

 
Sin embargo, como podrá notarlo el Despacho, en el presente proceso no se 
acredita un daño cierto y, por tanto, este se queda tan solo en el plano de lo 
eventual, al no resultar comprobable bajo ningún medio probatorio. 
Daño eventual que, por tal, no resulta indemnizable en nuestra legislación.  

                                                                                                                                     
“Son características de esta regla las siguientes:  
“El campo de decisión del juez queda determinado especial y esencialmente por las pretensiones del demandante debido a 
que el juez no puede decidir sobre objeto diverso a lo en ellas contemplado” (LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio: 
“Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Parte General”, Tomo I, Dupré Editores, Bogotá, 2005, pág. 106).  
10 Para la Corte Constitucional (sentencia T-733 de 2013): “La noción de carga de la prueba ‘onus probandi’ es una 
herramienta procesal que permite a las partes aportar los elementos de prueba para acreditar los hechos que alega el 
demandante o las excepciones propuestas por el demandando. Su aplicación trae como consecuencia que aquella parte que 
no aporte la prueba de lo que alega soporte las consecuencias. Puede afirmarse que la carga de la prueba es la obligación 
de ‘probar’, de presentar la prueba o de suministrarla cuando no ‘el deber procesal de una parte, de probar la (existencia o) 
no (sic) existencia de un hecho afirmado’, de lo contrario el solo incumplimiento de este deber tendría por consecuencia 
procesal que el juez del proceso debe considerar el hecho como falso o verdadero”. 
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En efecto, la parte actora no hace ni el más mínimo esfuerzo en acreditar el 
supuesto ingreso devengado por el señor Harwin Jhampool Martínez 
González. Simplemente parte de dos supuestos completamente erróneos. 
Primero, que debe presumirse que el fallecido devengaba al menos el salario 
mínimo por el solo hecho de haber estado en edad productiva al momento 
de su muerte y, segundo, que de ese dinero destinaba la totalidad de esa 
suma de dinero a “los gastos del hogar”.  
 
Veamos por qué esos supuestos de los que parten los demandantes son 
completamente equivocados. Respecto de la inexistente presunción de que 
una persona devenga al menos el salario mínimo legal mensual vigente, la 
jurisprudencia del Consejo de Estado en reciente sentencia de unificación 
del 18 de julio de 2019 fue enfática en señalar que tales presunciones 
deben abandonarse, toda vez que conducen a la indemnización de 
perjuicios inexistentes. Además, en la misma decisión se adujo que 
tampoco puede presumirse un incremento del 25% a título de prestaciones 
sociales si no se ha demostrado la existencia de un contrato de trabajo.  
 
Así entonces, le corresponde al Señor Juez decidir con base en los medios 
probatorios allegados al proceso, y no bajo presunciones que 
implican la indemnización de perjuicios meramente eventuales o 
hipotéticos. Precisamente, en el proceso bajo estudio brillan por su 
ausencia tales elementos materiales probatorios, por lo que la parte actora 
incumple con creces su carga de acreditar el supuesto perjuicio sufrido. Los 
demandantes no aportan ninguna prueba que acredite que el señor Harwin 
Jhampool Martínez González desempeñaba alguna actividad productiva para 
el día 07 de mayo de 2016. En consecuencia, es deber del Señor Juez 
abstenerse de declarar la prosperidad de un lucro cesante que no se 
acreditó como cierto en el plenario.  
 
Ahora bien, además de que no se acreditó que el fallecido devengara un 
salario al momento de la ocurrencia del accidente, lógicamente tampoco se 
probó que la totalidad de ese inexistente salario se destinara a los gastos del 
hogar. Es más, lo que las reglas de la experiencia indican es precisamente lo 
contrario a la imaginaria hipótesis de la parte actora, esto es, que cuando 
una persona devenga un salario lo destina mayoritariamente a su uso 
personal.  
 



 

 

 

ierto     

16 

En consideración de lo expuesto, al no encontrarse acreditados los perjuicios 
solicitados, por no cumplir estos con las exigencias legales y 
jurisprudenciales, solicito a la Señora Juez se sirva declarar la ausencia de 
daño y, por tanto, proferir sentencia absolutoria.  
 
4.- DESCONOCIMIENTO DE LAS REGLAS ESTABLECIDAS POR EL 
CONSEJO DE ESTADO EN RELACIÓN CON EL DAÑO INMATERIAL   
 
Como bien lo conoce el Despacho, la jurisprudencia actual de la Sección 
Tercera del Consejo de Estado reconoce únicamente tres tipos de 
perjuicios inmateriales: 
 
i) Perjuicio moral. 
ii) Daños a bienes constitucionales y convencionales. 
iii) Daño a la salud (perjuicio fisiológico o biológico), derivado de una lesión 
corporal o psicofísica. 
 
Respecto del daño moral, esta Corporación ha entendido que consiste en “el 
dolor, la aflicción y en general los sentimientos de desesperación, congoja, 
desasosiego, temor, zozobra, etc., que invaden a la víctima directa o 
indirecta de un daño antijurídico, individual o colectivo”.  
 
En cuanto al daño a bienes constitucionales y convencionales, se ha 
precisado que tiene lugar cuando exista una vulneración relevante de estos 
bienes, y se privilegiará “la compensación a través de medidas reparatorias 
no indemnizatorias”. Finalmente, en torno al daño a la salud, este procede 
únicamente a favor de la víctima directa11.  
 
Esta clasificación tripartita ha sido adoptada de manera pacífica por la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo. Sin embargo, la parte actora 
pretende la indemnización de los siguientes supuestos daños inmateriales: 
 
i) Daño moral. 
ii) Daño a la vida en relación. 
 
Como puede observarlo el Despacho, los demandantes pretenden la 
indemnización de un daño que, además de inexistente, no es reconocido por 
                                            
11 Consejo de Estado. Documento ordenado mediante Acta No. 23 del 25/sep/2013 con el fin de recopilar la 
línea jurisprudencial y establecer criterios unificados para la reparación de los perjuicios inmateriales. 
Aprobado mediante acta del 28 de agosto de 2014.  
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la jurisdicción contencioso administrativa, como lo es el daño a la vida en 
relación.  
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que los daños reclamados por el 
demandante no cumplen con las características legales y jurisprudenciales 
para ser indemnizables, es claro que no se encuentra presente este 
elemento estructural de la responsabilidad. Por consiguiente, le solicito a su 
Despacho que desestime las pretensiones de la demanda en ese sentido. 
 
5.- COBRO DE LO NO DEBIDO – PRETENSIÓN DE 
ENRIQUECIMIENTO SIN JUSTA CAUSA 
 
Es bien sabido por el Despacho que la ley y la jurisprudencia colombiana, 
con fundamento en un principio general del derecho, impiden que una 
persona – natural o jurídica- se enriquezca sin justa causa. Este 
incuestionable principio general del derecho, que parece desconocer el 
convocante, no es menos que el de no enriquecimiento sin justa causa 
por el cobro de lo no debido.  
 
En ese sentido, en virtud del artículo 1524 del Código Civil, nuestro 
ordenamiento jurídico prohíbe que existan obligaciones sin causa real y 
lícita. Esto sirve de sustento para impedir se realicen desplazamientos 
patrimoniales en favor de quien no tiene una justa causa, en la medida en 
que se carecería de la llamada causa retentionis. En otras palabras, al no 
existir justa causa, el cobrador carece de motivos para cobrar, adquirir y 
retener lo que eventual e injustamente le fuera transferido por otra persona. 
Así, nuestra legislación prohíbe el enriquecimiento patrimonial sin justa 
causa.  
 
Los requisitos necesarios para que se configure un enriquecimiento sin justa 
causa son los siguientes:  
 

a. El enriquecimiento de un patrimonio. 
b. El correlativo empobrecimiento de otro patrimonio. 
c. Relación de causalidad entre el empobrecimiento y el enriquecimiento. 
d. Ausencia de causa que justifique el enriquecimiento y el correlativo 

empobrecimiento12. 
                                            
12 Corte Constitucional, Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, Sentencia No. 
T-219/95  
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Descendiendo al caso concreto, tal como se ha señalado con anterioridad, 
CIUDAD MÓVIL S.A. no puede ser declarado responsable por el 
accidente que produjo la muerte del señor Harwin Jhampool Martínez 
González. Ello, pues brillan por su ausencia los elementos esenciales de la 
responsabilidad, particularmente el nexo de causalidad.   
 
Efectivamente, una vez analizado el material probatorio aportado por las 
partes, se observa que el día 07 de mayo de 2016, el vehículo de placas VEI 
– 967 se encontraba realizando la ruta de movilidad en la calzada exclusiva 
de TransMilenio sobre la avenida caracas con calle 19, cumpliendo con toda 
la normatividad de tránsito. De repente, el peatón Harwin Jhampool 
Martínez González de forma intempestiva intentó cruzar la vía sin tener 
precaución alguna y sin hacer uso de la cebra destinada para peatones, 
impactando la parte delantera del vehículo asegurado. 
 
Lo anterior basta para concluir que la causa adecuada de la muerte del 
señor Harwin Jhampool Martínez González no es otra que su propio actuar 
negligente, al atravesar la vía sin hacer uso del paso peatonal que estaba a 
escasos metros de distancia y sin tomar ninguna precaución para 
salvaguardar su integridad física. Por lo tanto, al ser la causa adecuada de la 
muerte el hecho de la propia víctima, queda demostrada la ruptura del nexo 
de causalidad frente a CIUDAD MÓVIL S.A.S., y al no haber nexo de 
causalidad, no puede concretarse responsabilidad extracontractual frente a 
esta sociedad, no habiendo tampoco siniestro frente a mi mandante.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, es claro que en el improbable caso en que 
este Despacho ordenara a CIUDAD MÓVIL S.A.S. indemnizar los daños 
pretendidos por la parte actora habría una ausencia de causa que 
justifique el enriquecimiento de la parte demandante y el 
correlativo empobrecimiento de las demandadas. Ello, pues, se 
reitera, no es jurídicamente posible establecer responsabilidad alguna en 
cabeza de la parte demandada.  
 
En este orden de ideas, la solicitud de la parte demandante en torno a 
obtener de las demandadas el pago de una indemnización de perjuicios no 
tiene fundamento jurídico. Esto hace que la pretensión de los demandantes 
incurra en un cobro de lo no debido y que, en el improbable caso en que 
este Despacho acceda a dicha pretensión, exista en cabeza de la parte 
actora un enriquecimiento sin justa causa.  
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VII. EXCEPCIONES DE MÉRITO FRENTE AL LLAMAMIENTO EN 
GARANTÍA  

 
1.- AUSENCIA ABSOLUTA DE SINIESTRO 
 
Las obligaciones a las que se puede encontrar sujeta una aseguradora en 
nuestro país deben estar precedidas del cumplimiento de una carga 
impuesta legalmente al asegurado. Dicha carga es la que se encuentra 
consagrada en el artículo 1077 del Código de Comercio, el cual indica:  
 

“Artículo 1077. Corresponderá al asegurado 
demostrar la ocurrencia del siniestro, así como la cuantía de 
la pérdida, si fuere el caso.  
 
El asegurador deberá demostrar los hechos o circunstancias 
excluyentes de su responsabilidad.” (Subrayas y negrilla 
fuera del texto original).  
 

Como puede observarse, la primera carga demostrativa pesa, naturalmente, 
en la persona del asegurado, quien debe acreditar que se produjo la 
ocurrencia de un siniestro, al igual que la cuantía a la que el mismo 
asciende. 
 
Ahora, como bien lo sabe el Despacho, un “siniestro” NO es cualquier hecho 
adverso a los intereses del asegurado, ni tan siquiera cuando tengan 
relación tangencial con el objeto del seguro. Por el contrario, la 
demostración del siniestro se refiere a la “realización del riesgo 
asegurado”, como bien lo enseña el artículo 1072 del Código de Comercio. 
 
Lo anterior significa que la primera carga que pesa en una relación 
aseguraticia, para que tenga lugar la activación de alguno de los amparos 
contenidos en una póliza, consiste en que el asegurado demuestre: 
 
i) La realización de un riesgo asegurado y 
ii) El valor que dicha realización del riesgo implicó como detrimento para el 
asegurado. 

 
La póliza No.  1000-4878782-09, expedida por mi defendida, ampara ciertos 
riesgos derivados de la responsabilidad extracontractual en la que incurra el 
asegurado. Entonces, tenemos que PARA QUE EXISTA LA OCURRENCIA 
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DE UN SINIESTRO CON CARGO A LA PÓLIZA EXPEDIDA POR 
SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR S.A., TENDRÍA QUE HABERSE 
ACREDITADO, al menos con una prueba sumaria, LA CONFIGURACIÓN 
DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL DE PARTE DEL 
ASEGURADO.  
 
Como seguramente no le costará ninguna dificultad al Despacho 
comprenderlo, es claro que en el proceso que no existe responsabilidad civil 
extracontractual de parte de CIUDAD MÓVIL S.A.S., por las siguientes 
razones elementales, que ya han sido desarrolladas en acápites anteriores: 
 
Se encuentra probado que el 07 de mayo de 2016, el señor Harwin 
Jhampool Martínez González actuó de forma absolutamente imprudente al 
transitar en la Calle 19 con Avenida Caracas, irrumpiendo en el camino del 
vehículo automotor de placas VEI –967, el cual era conducido por el señor 
Luis Fernando Ochoa.  
 
En efecto, como podrá notar fácilmente el Señor Juez, en el Informe Policial 
de Accidente de Tránsito aportado por la parte demandante, el agente de 
tránsito codificó como hipótesis del accidente el actuar negligente del señor 
Harwin Jhampool Martínez González. En el mencionado informe se consigna 
que, al intentar cruzar la vía, el peatón no transitó sobre la cebra  a pesar de 
contar con un paso peatonal a pocos metros de distancia. Además, al 
transitar por una vía prohibida para peatones, no tuvo precaución alguna, lo 
que causó que impactara la parte delantera del vehículo asegurado. 
 
El conductor del tracto camión, en cambio, transitaba en cumplimiento de 
toda la normatividad de tránsito, especialmente la consagrada en el Código 
Nacional de Tránsito. Tanto así que en el Informe Policial no se le atribuyó 
ninguna hipótesis de causalidad del accidente. Fue el peatón el que 
intempestivamente se atravesó en el camino del bus de placas VEI –967, no 
pudiendo el señor conductor Luis Fernando Ochoa realizar una maniobra 
que impidiera la colisión, por la imprudencia e intempestividad del peatón.   
 
A las mismas conclusiones se llega en el Informe de Reconstrucción de 
Accidente elaborado por la reconocida firma CESVI, que se aporta con este 
escrito. En efecto, el mencionado informe técnico señala sin dubitación 
alguna que LA CAUSA DEL ACCIDENTE DE TRÁNSITO FUE LA 
CONDUCTA IMPRUDENTE DEL PEATÓN, al atravesar a paso apurado en 
una zona prohibida para el cruce peatonal y sin tomar ninguna precaución.  
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Además, menciona el informe que el conductor del vehículo automotor de 
placas VEI –967, a pesar de ir conduciendo a una velocidad permitida, no 
pudo realizar una maniobra para impedir el accidente. De acuerdo con las 
pruebas de orden técnico, entre el cruce del peatón y la colisión 
transcurrió apenas 1.2 segundos, por lo que era físicamente 
imposible que el conductor del bus articulado pudiera haber 
frenado para evitar el accidente. 
 
Dentro del mencionado Informe de Reconstrucción de Accidente se 
establecen las siguientes conclusiones, todas ellas resultado del análisis 
técnico de los hechos:  
 

1. La causa del accidente es el cruce transversal de la vía 
por parte del peatón en una zona no autorizada y sin 
evidenciar que tomar las precauciones del caso para no poner 
en riesgo su integridad física. 

 
2. El buen estado de la vía y condición climática normal indican 

que al transeúnte le era viable transitar por el paso 
peatonal a nivel presente a una distancia de 26m del lugar 
donde se ubicó en posición final la zona anterior del bus. 

 
3. Dado el tiempo de percepción reacción y la distancia entre los 

involucrados momentos previos al hecho, se concluye que al 
conductor del bus no le era posible evitar el impacto con 
el transeúnte. 

 
4. Del análisis físico se obtiene como primera aproximación que al 

momento del impacto el bus transitaba a una velocidad del 
orden de los 20km/h. 

 
5. El disco del tacógrafo indica que entre las 2:30pm y 2:35pm, el 

bus transitó a una velocidad comprendida entre los 40km/h y 
50km/h, siendo este intervalo inferior a la velocidad máxima 
permitida en la zona acorde a lo establecido en el Código 
Nacional de Tránsito Terrestre (60km/h) 

 
6. Considerando los tiempos de percepción reacción y la velocidad 

de tránsito del peatón a paso apurado, se establece que 
transcurrió un tiempo del orden de los 1.2s entre el 
ingreso del peatón a la calzada de uso exclusivo de 
transmilenio y el impacto, lo cual indica que al conductor 
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del bus no le era posible detener el vehículo ante la 
ingreso del patón a su ruta de circulación.” (Subrayas y 
negrilla fuera del texto original).  

 
Todo lo expuesto permite concluir que en este caso ha operado la culpa 
exclusiva de la víctima. El señor Harwin Jhampool Martínez González 
desplegó un comportamiento ACTIVO y DETERMINANTE del daño, 
totalmente irresistible, imprevisible y exterior para los demandados, 
lo cual conllevó las lesiones sufridas. Esto significa que LA CAUSA 
EFICIENTE Y EXCLUSIVA DEL DAÑO ES LA CONDUCTA 
IMPRUDENTE, DECISIVA Y DETERMINANTE ADOPTADA POR LA 
MISMA VÍCTIMA. 
 
En otros términos, la causa adecuada de la muerte del señor Harwin 
Jhampool Martínez González no es otra que su propio actuar negligente, al 
atravesar la vía sin hacer uso del paso peatonal que estaba a escasos 
metros de distancia, y sin tomar ninguna precaución para salvaguardar su 
integridad física. Por lo tanto, al ser la causa adecuada de la muerte el 
hecho de la propia víctima, queda demostrada la ruptura del nexo de 
causalidad frente a CIUDAD MÓVIL S.A.S., y al no haber nexo de 
causalidad, no puede concretarse responsabilidad extracontractual frente a 
esta sociedad, no habiendo tampoco siniestro frente a mi mandante.  
 
Por tanto, si no se ha probado la responsabilidad extracontractual del 
asegurado, no se ha materializado el riesgo, luego no hay siniestro en los 
términos del artículo 1072 del Código de Comercio. En ese sentido, no nace 
la obligación para la aseguradora de indemnizar, siendo así imperioso para 
el Despacho declarar que la compañía aseguradora no está obligada al 
resarcimiento de los presuntos daños alegadas por la parte actora.  
 
2.- AUSENCIA DE COBERTURA DE LA PÓLIZA 
 
La autonomía privada es la potestad otorgada a los individuos para disponer 
de sus intereses con un carácter de obligatoriedad. En otras palabras, dicha 
autonomía se refiere a la posibilidad de dictar reglas propias para regular el 
intercambio de bienes y servicios. En ese sentido, el artículo 1602 del Código 
Civil consagra que, una vez las partes exteriorizan allí su voluntad y llegan a 
un acuerdo, el contrato muta en una ley para ellas. 
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Asimismo, en la norma citada se avizora la libertad contractual -
consustancial a la autonomía privada-, la cual otorga a las partes un cúmulo 
de facultades. Así, les permite establecer voluntariamente si se quiere 
contratar, qué contratar, con quién contratar, cómo contratar, entre otros 
aspectos propios de la etapa formativa del negocio jurídico 
 
Sobre este punto, la doctrina ha establecido que  
 

(…) con el negocio el individuo no viene a declarar que quiere algo, sino que 
expresa directamente el objeto de su querer, y éste es una 
regulación vinculante de sus intereses en las relaciones con otros 13. 
(Subrayas y negrilla fuera del texto original). 

 
Por su parte, la Corte Constitucional ha tenido oportunidad de pronunciarse 
en torno a la autonomía de la voluntad de la siguiente manera:  
 

El principio de autonomía de la voluntad privada ha sido 
definido como el poder de las personas, reconocido por el 
ordenamiento positivo para disponer con efecto vinculante 
de los intereses y derechos de los que son titulares y por 
ende crear derechos y obligaciones, siempre que respete el 
orden público y las buenas costumbres 14. 

 
Adicionalmente, el máximo órgano constitucional también ha señalado 
categóricamente que las partes se rigen única y exclusivamente por lo 
pactado, no siendo posible entonces modificar el contenido obligacional de 
manera unilateral. En palabras de la Corte, 

 
La celebración y ejecución de un contrato de acuerdo con 
los principios de la autonomía de la voluntad y la buena fe, 
le permite a cada uno de los contratantes confiar en la 
palabra del otro y tener una expectativa cierta de los 
efectos jurídicos del acuerdo celebrado. De esta manera, la 
alteración unilateral de alguno de los términos 
contractuales, o su lectura literal y maliciosa, se traducirían 
en un acto sorpresivo que traicionaría la confianza 
depositada. Por lo tanto, mientras no hayan establecido 
otra cosa, ninguna de ellas queda autorizada para alterar 
los términos contractuales de manera unilateral porque, de 

                                            
13 Emilio Betti, Teoría General del Negocio jurídico, Editorial Comares, Granada, 2010, p.59 
14 Corte Constitucional, Sentencia C 1194/08. 
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lo contrario, le impondría a la otra una obligación, o le 
concedería un derecho que jamás consintió. 

 
De las fuentes citadas, se concluye que, en ejercicio de la autonomía de la 
voluntad, las partes pueden darle contenido al negocio jurídico que estén 
celebrando, siempre que este no contraríe el orden público. Es lo acordado y 
nada más lo que determina sus obligaciones. Es por ello que, tal como lo ha 
sostenido la Corte Constitucional, pretender alterar unilateralmente el 
contenido obligacional de un contrato constituye un acto de mala fe que 
transgrede la confianza depositada y que, por tanto, no puede ser avalado 
por el ordenamiento jurídico.  
 
Así las cosas, el contrato de seguro no escapa a la autonomía de la voluntad 
que rige todos los negocios jurídicos. Respecto de este, el artículo 1056 del 
Código de Comercio establece que:  
 

Artículo 1056. Con las restricciones legales, el 
asegurador podrá, a su arbitrio, asumir todos o 
[SOLO] algunos de los riesgos que estén expuestos el 
interés asegurable o la cosa asegurados, el patrimonio o la 
persona del asegurado. (Subrayas y negrilla fuera del 
texto original).  

 
En virtud de esa autonomía de la voluntad, SEGUROS COMERCIALES 
BOLÍVAR S.A. expidió la póliza No.  1000-4878782-09. Mediante esta, la 
aseguradora se obligó a indemnizar únicamente por la realización de alguno 
de los riesgos relacionados con la responsabilidad civil extracontractual del 
asegurado. Como se demostrará en el curso del proceso, los hechos que nos 
ocupan no encuentran cobertura en la póliza expedida por mi mandante.   
 
3.- COBRO DE LO NO DEBIDO A SEGUROS COMERCIALES BOLÍVAR 
S.A. - PRETENSIÓN DE ENRIQUECIMIENTO SIN JUSTA CAUSA 
 
Es bien sabido por el Despacho que la ley y la jurisprudencia colombiana, 
con fundamento en un principio general del derecho, impiden que una 
persona –natural o jurídica- se enriquezca sin justa causa. Este 
incuestionable principio general del derecho, que parece desconocer el 
accionante, no es menos que el de no enriquecimiento sin justa causa 
por el cobro de lo no debido.  
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En ese sentido, en virtud del artículo 1524 del Código Civil, nuestro 
ordenamiento jurídico prohíbe que existan obligaciones sin causa real y 
lícita. Esto sirve de sustento para impedir se realicen desplazamientos 
patrimoniales en favor de quien no tiene una justa causa, en la medida en 
que se carecería de la llamada causa retentionis. En otras palabras, al no 
existir justa causa, el cobrador carece de motivos para cobrar, adquirir y 
retener lo que le eventual e injustamente le fuera transferido por otra 
persona. Así, nuestra legislación prohíbe el enriquecimiento patrimonial sin 
justa causa.  
 
Los requisitos necesarios para que se configure un enriquecimiento sin justa 
causa son los siguientes:  
 

a. El enriquecimiento de un patrimonio. 
b. El correlativo empobrecimiento de otro patrimonio. 
c. Relación de causalidad entre el empobrecimiento y el enriquecimiento. 
d. Ausencia de causa que justifique el enriquecimiento y el correlativo 

empobrecimiento15. 
 
Es evidente que en este caso no se configura la responsabilidad civil 
extracontractual del asegurado, por las razones que se han expuesto a 
profundidad a lo largo de este escrito. Por ende, en el improbable caso en 
que este Despacho ordenara a SEGUROS COMERCIALES BOLÍVAR pagar 
la indemnización con cargo a la póliza No. 1000-4878782-09, habría una 
AUSENCIA DE CAUSA QUE JUSTIFIQUE EL ENRIQUECIMIENTO DE 
LA PARTE DEMANDANTE Y EL CORRELATIVO EMPOBRECIMIENTO 
DE LA ASEGURADORA.  
 
En este orden de ideas, la solicitud de la parte demandante en torno a 
obtener de la aseguradora el pago de una indemnización de perjuicios no 
tiene fundamento legal. Esto hace que la pretensión de la parte actora 
incurra en un cobro de lo no debido y que exista en cabeza suya un 
enriquecimiento sin justa causa.  
 
Como se ha explicado con anterioridad, el ordenamiento jurídico 
colombiano, con fundamento en el principio de no enriquecimiento sin 
justa causa por el cobro de lo no debido, impide que una persona se 
                                            
15 Corte Constitucional, Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, Sentencia No. 
T-219/95  
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enriquezca sin justa causa. Por consiguiente, le solicito respetuosamente al 
Despacho que declare probada la excepción y que, consecuencialmente, 
exonere de responsabilidad a SEGUROS COMERCIALES BOLÍVAR S.A. 
 
4.- PRESCRIPCIÓN  
 
Le solicito al Despacho de manera respetuosa que, en el evento de 
encontrar probada la excepción de prescripción, de acuerdo con las normas 
pertinentes del Código Civil y Código de Comercio, se sirva declararla. En 
consecuencia, se exonere de responsabilidad a SEGUROS COMERCIALES 
BOLÍVAR S.A.  
 
 

VIII. PETICIÓN 
 

Por las razones expuestas en el presente escrito, las excepciones de mérito 
propuestas oportunamente por el suscrito y por el acervo probatorio que 
consta en el expediente, solicito se proceda a denegar la totalidad de las 
pretensiones incorporadas en la demanda y el llamamiento en garantía. 

 
 

IX. PRUEBAS 
 

Solicito se tengan, decreten y practiquen como tales, las siguientes: 
 
 
9.1. Documentales 
 
9.1.1. Póliza No. 1000-4878782-09, expedida por SEGUROS 
COMERCIALES BOLÍVAR S.A.  
 
9.1.2. Informe Técnico de Reconstrucción de Accidentes de Tránsito 
elaborado por CENTRO DE EXPERIMENTACIÓN Y SEGURIDAD VIAL 
COLOMBIA – CESVI COLOMBIA. 
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9.2. Interrogatorio de parte 
 
9.2.1. Solicito se fije fecha y hora para que los integrantes de la parte 
demandante absuelvan el interrogatorio de parte que en audiencia les 
formularé.  
 
9.2.2. Solicito se fije fecha y hora para que el representante legal de la 
llamante en garantía –demandante frente a mi representada– absuelva 
interrogatorio de parte que se formulará en audiencia. 
 
9.3. Testimonios 
 
9.3.1. Solicito se fije el testimonio del patrullero que elaboró el Informe 
Policial de Accidentes de Tránsito de los hechos que hoy nos ocupan, para 
que declare sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que se 
produjo el accidente y, en general sobre todo lo aquello que le conste del 
proceso.  
 
El patrullero puede ser citado por medio de la Dirección de Tránsito de la 
Policía Nacional, ubicada en la Calle 13 No. 18-24 de la ciudad de Bogotá, 
D.C., y en las direcciones de correo electrónico ditra.jefat@policia.gov.co y 
ditra.oac@policia.gov.co 
 
Para efectos de obtener su comparecencia, solicito la expedición del 
respetivo citatorio.  
 
9.3.2. Solicito se fije el testimonio del señor LUIS FERNANDO OCHOA, 
conductor del vehícumo automotor de placas VEI –967 al momento de los 
hechos que se debaten, para que declare sobre las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar en las que se produjo el accidente y, en general sobre todo lo 
aquello que le conste del proceso.  
 
El señor LUIS FERNANDO OCHOA puede ser citado en la dirección Calle 
45 A No. 80J-43 de la ciudad de Bogotá, D.C., y al teléfono celular 
3202490600.  
 
9.3.3. Solicito se fije el testimonio de DANIEL LABRADOR GUTIÉRREZ, 
miembro del Departamento de Seguridad Vial del CENTRO DE 
EXPERIMENTACIÓN Y SEGURIDAD VIAL COLOMBIA – CESVI 
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COLOMBIA, para que declare sobre el resultado obtenido en el Informe 
técnico de reconstrucción de accidentes de tránsito elaborado por CENTRO 
DE EXPERIMENTACIÓN Y SEGURIDAD VIAL COLOMBIA – CESVI 
COLOMBIA.     
 
DANIEL LABRADOR GUTIÉRREZ puede ser citado en la dirección 
Autopista Bogotá Medellín Km 6.5 edificio CESVI Colombia. Tenjo, 
Cundinamarca o al correo electrónico servicio.rat@cesvicolombia.com. 
 
9.3.4. Solicito se fije el testimonio de DAVID JIMÉNEZ VIDALES, miembro 
del Departamento de Seguridad Vial del CENTRO DE 
EXPERIMENTACIÓN Y SEGURIDAD VIAL COLOMBIA – CESVI 
COLOMBIA, para que declare sobre el resultado obtenido en el Informe 
técnico de reconstrucción de accidentes de tránsito elaborado por CENTRO 
DE EXPERIMENTACIÓN Y SEGURIDAD VIAL COLOMBIA – CESVI 
COLOMBIA. 
 
DAVID JIMÉNEZ VIDALES puede ser citado en la dirección Autopista 
Bogotá Medellín Km 6.5 edificio CESVI Colombia. Tenjo, Cundinamarca o al 
correo electrónico servicio.rat@cesvicolombia.com. 
 
9.4. Exhibición de documentos  
 
8.5.1. Solicito Señora Juez se ordene a TRANSMILENIO S.A. la exhibición 
de la(s) solicitud(es) de indemnización que le hubiere realizado la parte 
demandante con anterioridad a la demanda que hoy nos ocupa. Estos 
documentos se encuentran en poder de TRANSMILENIO S.A., por ser una 
de las entidades de quien se pretende la indemnización. Se solicita esta 
prueba con el fin de constatar los momentos a partir de los cuales se 
produjo el conocimiento del hecho por parte de los involucrados y las 
conductas adoptadas por las partes en torno a la exigibilidad de la 
obligación.  
 
8.5.2. Solicito Señora Juez se ordene a CIUDAD MÓVIL S.A.S. la 
exhibición de la(s) solicitud(es) de indemnización que le hubiere realizado la 
parte demandante con anterioridad a la demanda que hoy nos ocupa. Estos 
documentos se encuentran en poder de CIUDAD MÓVIL S.A.S. por ser 
una de las entidades de quien se pretende la indemnización. Se solicita esta 
prueba con el fin de constatar los momentos a partir de los cuales se 
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produjo el conocimiento del hecho por parte de los involucrados y las 
conductas adoptadas por las partes en torno a la exigibilidad de la 
obligación.  
 
8.5.3. Solicito Señora Juez se ordene a la parte actora la exhibición de la(s) 
solicitud(es) de indemnización que esta le hubiere realizado a 
TRANSMILENIO S.A. y/o a CIUDAD MÓVIL S.A.S. con anterioridad a la 
demanda que hoy nos ocupa. Estos documentos se encuentran en poder de 
la parte actora por ser quienes efectuaron la(s) solicitud(es) aludidas. Se 
solicita esta prueba con el fin de constatar los momentos a partir de los 
cuales se produjo el conocimiento del hecho por parte de los involucrados y 
las conductas adoptadas por las partes en torno a la exigibilidad de la 
obligación.  
 
9.5. Prueba trasladada 
 
Solicito se tenga como prueba trasladada el expediente penal del proceso 
iniciado con ocasión del accidente de tránsito que nos ocupa.  
 
 

X. ANEXOS 
 

10.1. Las pruebas referida en el acápite de documentales en medio 
magnético.  
 
10.2. Poder conferido por SEGUROS COMERCIALES BOLÍVAR S.A. 
 
10.3. Certificado de existencia y representación de SEGUROS 
COMERCIALES BOLÍVAR S.A. 
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XI. NOTIFICACIONES 
 
Las recibiré en la Carrera 18 No. 78 – 40, Oficina 702, de Bogotá D.C. 
Igualmente, autorizo expresamente la notificación por medios electrónicos a 
los correos notificaciones@nga.com.co, jcneira@nga.com.co y 
lanaya@nga.com.co.  
 
Atentamente, 

 
 


